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En el presente caso, debe tenerse en cuenta que,
en lo que ahora interesa, que es si la actuación del órgano
jurisdiccional vulneró el derecho de asistencia letrada,
existe un imperativo legal para el Tribunal Supremo de
que nombre colegiados para la representación y defensa
del procesado que no fuese recurrente ni hubiese com-
parecido (como era el caso del aquí solicitante de ampa-
ro), existiendo, por ello, una ocasión manifiesta en la
que el derecho a la asistencia letrada adopta la naturaleza
de «exigencia estructural del proceso... y ...[de]... garantía
del correcto desenvolvimiento del mismo» (STC
229/1999, de 13 de diciembre, FJ 2, y las en ellas
citadas).

En efecto, no puede entenderse de otro modo desde
el momento en el que la instancia en la que se produce
la ausencia de Abogado y Procurador es un recurso de
casación por infracción de ley en el cual el aquí recurren-
te acaba siendo condenado —tal y como propugnaba
el Ministerio público— por un tipo delictivo distinto al
que se le aplicó en la instancia. Un supuesto de esta
índole, es prototipo de aquellos en los que resulta ple-
namente aplicable nuestra doctrina donde hemos decla-
rado que la asistencia letrada evita «la posibilidad de
que se produzca la indefensión del imputado de tal modo
que frente a una acusación técnica aparezca también
una defensa técnica» (STC 29/1995, de 6 de febrero,
FJ 4). Consecuencia de todo ello es que la asistencia
letrada ha de ser proporcionada en determinadas con-
diciones por los poderes públicos, por lo que la desig-
nación de tales profesionales se torna en una obligación
jurídico-constitucional que incumbe singularmente a los
órganos judiciales (SSTC 229/1999, de 13 de diciem-
bre, FJ 2, y 145/2002, de 15 de julio, FJ 3, por todas).

Así ha tenido ocasión de manifestarlo este Tribunal,
por lo demás, en algún supuesto similar, como el resuelto
en la STC 162/1993, de 18 de mayo, de menor entidad
que el presente, pues en aquel caso, habiendo designado
el Tribunal Supremo al recurrido la pertinente postulación
de oficio en el proceso casacional en curso, el Abogado
designado no compareció en la vista oral señalada, y
pese a no constar justificación alguna de su ausencia,
este Tribunal otorgó el amparo impetrado frente a la
decisión de la Sala de continuar la vista con la sola pre-
sencia del Ministerio Fiscal pues, «el recurrente, que se
aquietó en este caso con la Sentencia pronunciada en
primera instancia por la Audiencia Provincial, ha visto
sometida su condena a la revisión de un Tribunal superior
por virtud del recurso de casación interpuesto por el
Ministerio Fiscal» (FJ 3), cuando, en tales circunstancias,
«el Tribunal Supremo debía haber utilizado los instru-
mentos jurídicos que el ordenamiento pone a su dis-
posición para promover la defensa efectiva de la parte
recurrida y salvaguardar el principio procesal de con-
tradicción en el recurso de casación» (FJ 4), términos
que resultan plenamente aplicables al caso objeto aquí
de atención.

5. Constatada, pues, la vulneración del derecho fun-
damental a la asistencia letrada del recurrente, su res-
tablecimiento comporta retrotraer las actuaciones al
momento en que tuvo lugar la misma, momento que
hemos de convenir con el Ministerio Fiscal que ha de
considerarse la providencia del Tribunal Supremo de 29
de octubre de 1996, por la que se inicia la sustanciación
del recurso de casación. Ello hace que, como se ade-
lantaba al inicio, no proceda que nos pronunciemos acer-
ca del resto de las alegaciones formuladas por el
recurrente, pues carecería de objeto desde el instante
en que han de tener lugar nuevamente las actuaciones
en las que se produjeron las aducidas vulneraciones de
otros derechos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Jorge Calderón
Valero y, en consecuencia:

1.o Declarar que ha sido vulnerado el derecho del
demandante a la tutela judicial efectiva sin indefensión
garantizado por el art. 24.1 CE.

2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar
en lo que afecte al recurrente la nulidad de las actua-
ciones practicadas por el Tribunal Supremo desde la pro-
videncia de fecha 29 de octubre de 1996 y retrotraer
el procedimiento a dicho momento para que continúe
su tramitación con respeto al derecho fundamental
vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticuatro de marzo de dos mil
tres.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

7862 Sala Segunda. Sentencia 61/2003, de 24 de
marzo de 2003. Recurso de amparo
3114-2002. Promovido por don Hans Dyne-
sen frente al Auto de un Juzgado de Primera
Instancia e Instrucción de Fuengirola que
denegó la incoación de un hábeas corpus en
relación con su detención por un supuesto
delito contra la seguridad del tráfico.

Vulneración del derecho a la libertad personal:
inadmisión a trámite de una petición de
hábeas corpus por falta de legitimación del
Abogado del detenido (STC 224/1998).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3114-2002, interpues-
to por don Hans Dynesen, representado por la Procu-
radora doña Lourdes Fernández de Luna y Tamayo y
asistido por el Letrado don José Luis Martínez Hens,
contra el Auto del Juzgado de Primera Instancia e Ins-
trucción núm. 2 de Fuengirola, de fecha 14 de mayo
de 2002, por el que se deniega la solicitud de incoación
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del procedimiento de hábeas corpus. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don
Pablo Cachón Villar, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal
el 17 de mayo de 2002 doña Lourdes Fernández de
Luna y Tamayo, Procuradora de los Tribunales y de don
Hans Dynesen, quien se encuentra asistido por el Letrado
don José Luis Martínez Hens, formuló demanda de ampa-
ro constitucional contra la resolución judicial de la que
se hace mérito en el encabezamiento.

2. Sucintamente expuestos, son hechos relevantes
para la resolución del caso los que a continuación se
relatan:

a) El ahora demandante de amparo ingresó a las
18:30 horas del día 14 de mayo de 2002 en el centro
de detenidos de la policía local de Fuengirola, como pre-
sunto autor de un delito contra la seguridad del tráfico.

b) En esa misma fecha, sobre las veinte horas, don
José Luis Martínez Hens, Abogado de don Hans Dynesen,
actuando en su nombre y representación, solicitó del
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de
Fuengirola, en funciones de guardia, la incoación del
procedimiento de hábeas corpus. Acompañaba al efecto
copia del poder general para pleitos otorgado por don
Hans Dynesen a su favor el 17 de enero de 1999 ante
el Primer Secretario de la Embajada de España en Copen-
hague (Dinamarca), en funciones notariales.

c) Se dio traslado de la petición al Ministerio Fiscal,
que emitió el siguiente informe: «Que examinada la peti-
ción de Hábeas Corpus, se opone a la incoación de dicho
procedimiento, toda vez que el peticionario carece de
legitimación activa con arreglo al art. 3 de la Ley Orgánica
6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento
de Hábeas Corpus».

d) El Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 2 de Fuengirola dictó Auto el 14 de mayo de 2002,
del siguiente tenor literal: «Hechos. Primero: Que a las
ocho horas del día de hoy se ha recibido escrito del
Abogado D. José Luis Martínez Hens, suplicando ’se ten-
ga por solicitado el Hábeas Corpus en nombre de mi
cliente D. Hans Dynesen, para que declare ante la Auto-
ridad Judicial y no pase la noche en los calabozos de
la Policía Local, ante un peligro de su estado de salud,
y siendo una persona con bienes inmuebles en Espa-
ña.Segundo: Dado traslado al Ministerio Fiscal, ha infor-
mado que ’se opone a la admisión de la solicitud por
falta de legitimación activa del peticionario de acuerdo
con el art. 3 de la Ley Orgánica 6/84, de 24 de mayo’.
Razonamientos jurídicos. Primero: Determina el art. 6
de la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, que, ’pro-
movida la solicitud de hábeas corpus el Juez examinará
la concurrencia de los requisitos para su tramitación y
dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal. Segui-
damente, mediante auto, acordará la incoación del pro-
cedimiento o, en su caso, denegará la solicitud ...’. Segun-
do: Conforme a lo preceptuado en los artículos 2 y 3
de la Ley Orgánica 6/84, de 24 de mayo, reguladora
del procedimiento de hábeas corpus, sobre competencia
para promover la solicitud, quienes pueden invocar el
procedimiento y los extremos que han de figurar en el
escrito en que se promueve, procede acordar la dene-
gación de la solicitud formulada al no concurrir los requi-
sitos para su tramitación. Vistos los preceptos legales
y demás de general y pertinente aplicación. Parte dis-
positiva. Dispongo: Se deniega la solicitud de incoación
del procedimiento de hábeas corpus, formulada por

D. José Luis Martínez Hens, por falta de legitimación
del mismo para su formulación, a favor de Hans Dyne-
sen».

3. En su escrito de demanda el recurrente denuncia
la vulneración de los arts. 17.4 y 24.1 CE porque la
denegación de la incoación se funda en un motivo que
no tiene en cuenta la singularidad del procedimiento
de hábeas corpus ni el sentido de la función que desem-
peña el Letrado en defensa de los intereses de su defen-
dido. En defensa de la tesis sostenida por el demandante
de amparo se invoca la doctrina sentada por este Tribunal
en el ATC 55/1996, de 6 de marzo. Finalmente, interesa
la admisión del recurso y que se dicte «Sentencia esti-
matoria del amparo solicitado».

4. Por providencia de 22 de julio de 2002 esta Sala
acordó, de conformidad con lo dispuesto en el art. 11.2
LOTC, conocer del presente recurso de amparo y admitir
a trámite la demanda presentada por la representación
procesal de don Hans Dynesen, supeditándose esta deci-
sión a que en el plazo de diez días se presentase por
la Procuradora doña María Lourdes Fernández Luna
Tamayo la escritura de poder original que acreditase
la representación que decía ostentar. Asimismo, en apli-
cación de lo previsto en el art. 51 LOTC, se ordenó dirigir
atenta comunicación al Juzgado de Primera Instancia
e Instrucción núm. 2 de Fuengirola a fin de que, en
un plazo no superior a diez días, remitiera certificación
o fotocopia adverada de las actuaciones correspondien-
tes a las diligencias indeterminadas núm. 19-2002,
debiendo previamente emplazarse a quienes hubieran
sido parte en el procedimiento, con excepción de la parte
solicitante de amparo, a fin de que en el plazo de diez
días pudieran comparecer, si así lo deseaban, en el pre-
sente proceso constitucional.

5. Cumplimentados los trámites anteriormente rese-
ñados, por diligencia de ordenación de 23 de enero
de 2003 se dio vista de las actuaciones recibidas a la
parte recurrente y al Ministerio Fiscal para que, en el
plazo común de veinte días, pudieran presentar las ale-
gaciones que estimasen pertinentes conforme a lo que
determina el art. 52.1 LOTC.

6. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones el 6 de febrero de 2003. Tras exponer sucin-
tamente los antecedentes fácticos de este proceso cons-
titucional, recuerda que, en relación con el problema
de la legitimación para instar del órgano judicial la incoa-
ción del procedimiento de hábeas corpus, este Tribunal
ha destacado (STC 224/1998 y ATC 55/1996) que la
ostenta no sólo quien haya sido ilegalmente privado de
libertad, sino también el Letrado que haya podido asistirle
en el momento de dicha privación, por cuanto «esta cir-
cunstancia conduce a entender que se ha solicitado el
procedimiento por quien, como el privado de libertad,
tiene legitimación para ello» ya que, dada su situación,
se erige en verdadero instrumento de su voluntad y de
que la misma pueda llegar hasta el órgano judicial, en
tanto que guardián de los derechos fundamentales del
detenido que debe ser. Y añade, con expresa cita de
la STC 224/1998 (FJ 2), que es evidente que si el Juez
ante el que se presenta la solicitud por quien dice ser
Letrado del detenido alberga cualquier duda sobre el
oportuno mandato conferido deberá «para disiparla, rea-
lizar las comprobaciones oportunas y, como esencial,
acordar la comparecencia de la persona privada de liber-
tad para oírla, entre otras, acerca de tal circunstancia»,
de modo que «al no hacerlo así, la denegación a limine
litis de la sustanciación del procedimiento de hábeas
corpus, no se acomoda a la función que al órgano judicial
incumbe de guardián de la libertad personal».
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En el caso presente, dice el Ministerio Fiscal, el Juz-
gado que rechazó a limine la solicitud incumplió esta
exigencia, sin tener en cuenta, por otra parte, que, en
virtud del poder de representación conferido, el Letrado
actuaba en cumplimiento de la primera y principal obli-
gación de todo mandatario, como es la de actuar en
nombre y por cuenta de su mandante (art. 1718 CC),
trasladando, por tanto, su voluntad a quien deba aten-
derla. La inadmisión a limine de la petición contravino
la reiterada doctrina de este Tribunal (entre otras, SSTC
263/2000 y 288/2000) acerca de la necesidad de que
el control de las privaciones de libertad por parte de
los órganos judiciales sea completo y efectivo y que,
en ningún caso, sea acordada la inadmisión de una soli-
citud de hábeas corpus cuando se constate la existencia
de una privación de libertad y concurran los requisitos
formales para su admisión a trámite, porque el control
y enjuiciamiento de fondo de la constitucionalidad de
aquélla debe realizarse en el seno de dicho procedimien-
to y luego de haber oído al detenido y de haber prac-
ticado aquellas diligencias que se reputen pertinentes
para la toma de la decisión.

Como quiera que en esta ocasión el Juzgado denegó
la incoación del procedimiento sin verificar tan siquiera
si el representante actuaba en su calidad de tal, el ampa-
ro debe ser otorgado. A juicio del Ministerio Fiscal, dicho
otorgamiento ha de conllevar la anulación del Auto del
Jugado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 de
Fuengirola de 14 de mayo de 2002 y el reconocimiento
al recurrente de su derecho a la libertad personal
(art. 17.1 y 4 CE).

7. El escrito de alegaciones del recurrente se pre-
sentó en el Juzgado de guardia el 19 de febrero de 2003,
registrándose en este Tribunal el siguiente día 21. En
dicho escrito subraya el recurrente la suficiencia del
poder otorgado a favor del Letrado que actuó en el pro-
cedimiento judicial previo y la aplicabilidad de la doctrina
sentada en el ATC 55/1996, de 6 de marzo. Igualmente
hace hincapié en el excesivo formalismo de la interpre-
tación que de los requisitos procesales para tramitar el
procedimiento de hábeas corpus se hace en la resolución
judicial impugnada, soslayando por entero el principio
pro actione. Al margen de otras consideraciones sobre
la forma en que se produjo la detención, insiste en que
la inadmisión a limine de la solicitud de hábeas corpus
ha quebrantado el art. 17.4 CE e, implícitamente, ha
causado indefensión al perjudicado, pues se le ha privado
del derecho a defenderse en evitación de un arresto
innecesario.

8. Por providencia de 20 de marzo de 2003 se seña-
ló para la deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el 24 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
el Auto del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 2 de Fuengirola de 14 de mayo de 2002, que
inadmite la solicitud de incoación del procedimiento de
hábeas corpus instada a favor de don Hans Dynesen
por el Letrado don José Luis Martínez Hens, que, acom-
pañando al efecto poder general para pleitos, afirmaba
actuar en nombre y representación de aquél. Según tex-
tualmente declara la parte dispositiva de dicha resolución
judicial, «se deniega la solicitud de incoación del pro-
cedimiento de hábeas corpus formulada por D. José Luis
Martínez Hens, por falta de legitimación del mismo para
su formulación, a favor de Hans Dynesen».

El demandante de amparo y el Ministerio Fiscal inte-
resan el otorgamiento del amparo por entender que
dicha resolución judicial ha vulnerado el art. 17.4 CE,
si bien el primero invoca asimismo la posible infracción
del art. 24.1 CE, toda vez que la inadmisión a limine
de la solicitud de hábeas corpus le ha ocasionado inde-
fensión al no poder reaccionar adecuadamente frente
a una detención que reputa contraria a Derecho.

Con carácter previo hemos de indicar que la cita del
derecho fundamental proclamado en el art. 24.1 CE
resulta, en este caso, redundante respecto de la invo-
cación del art. 17.4 CE. En efecto, como dijimos en la
STC 288/2000, de 27 de noviembre, FJ 1 (y en similar
sentido en la STC 98/1986, de 10 de julio, FJ 3), «la
perspectiva de examen que debemos adoptar es única
y exclusivamente la de la libertad, puesto que, estando
en juego este derecho fundamental, la eventual ausencia
de una motivación suficiente y razonable de la decisión
no supondrá sólo un problema de falta de tutela judicial,
propio del ámbito del 24.1 CE, sino prioritariamente una
cuestión que afecta al derecho a la libertad personal,
en cuanto que la suficiencia o razonabilidad de una reso-
lución judicial relativa a la garantía constitucional del
procedimiento de hábeas corpus, prevista en el art. 17.4
CE, forma parte de la propia garantía».

2. Hecha la precisión que antecede, procede expo-
ner en síntesis la doctrina constitucional relevante para
la resolución del caso:

a) En relación con la naturaleza y función del hábeas
corpus, baste recordar que este Tribunal ha señalado
en reiteradas ocasiones que se trata de un procedimiento
especial a través del cual se ha de juzgar únicamente
sobre la situación de privación de libertad, situación a
la que se trata de poner fin o modificar, pero sin extraer
más consecuencias que su necesaria finalización o modi-
ficación (SSTC 98/1986, de 10 de julio, FJ 1; 104/1990,
de 4 de junio, FJ 1; y 12/1994, de 17 de enero, FJ 5).
Por ello mismo se ha dicho que es un procedimiento
«de cognición limitada» (SSTC 98/1986, FJ 1,
y 287/2000, de 27 de noviembre, FJ 3), lo que «nada
tiene que ver con la cualidad o intensidad del mismo,
de tal manera que ha de tratarse de un control plena-
mente efectivo pues, en otro caso, se vería reducido
a un mero expediente rituario o de carácter simbólico,
no apto para afirmar la garantía de la libertad que ex
art. 17.4 CE se ha establecido» (STC 287/2000, FJ 3,
y las resoluciones allí citadas). En resumen, «mediante
el procedimiento de hábeas corpus la Constitución ha
abierto un medio de defensa de los derechos estable-
cidos en el art. 17 CE, que permite hacer cesar de modo
inmediato las situaciones irregulares de privación de
libertad, a través del cual se busca la inmediata puesta
a disposición judicial de toda persona detenida ilegal-
mente» (STC 26/1995, de 6 de febrero, FJ 5) o, en
palabras de la STC 21/1997, de 10 de febrero, FJ 6,
la finalidad esencial de este procedimiento «es la de
controlar la legalidad de la detención practicada y hacer
cesar de inmediato las situaciones irregulares de priva-
ción de libertad (SSTC 194/1989 y 104/1990, entre
otras), frente a detenciones ilegales o que transcurran
en condiciones ilegales (STC 153/1988)».

Por lo que hace a su objeto, este Tribunal ha venido
afirmando, de manera pacífica y constante que com-
prende potencialmente todos los supuestos en los que
se produce una privación de libertad no acordada por
el Juez (STC 232/1999, de 13 de diciembre, FJ 3).
Precisando algo más a este respecto, en la STC
224/1998, de 24 de noviembre, FJ 3, se señala que
«el art. 17 de la Constitución ha sido desarrollado por
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la Ley Orgánica 6/1984, con pretensión de ’universa-
lidad’ como proclama la exposición de motivos de esta
norma instauradora del hábeas corpus, es decir, que la
protección de este instituto alcanza no sólo a los supues-
tos de detención ilegal, por ausencia o insuficiencia del
presupuesto material habilitante sino también ’a las
detenciones que, ajustándose originariamente a la lega-
lidad, se mantienen o prolongan ilegalmente o tienen
lugar en condiciones ilegales’, y en concordancia con
ello, el art. 1 c) de la mencionada Ley incluye entre los
supuestos de detención ilegal a la producida por plazo
superior al señalado en las Leyes, sin poner al detenido,
transcurrido el mismo, en libertad o a disposición del
Juez».

b) Justamente porque el «procedimiento de hábeas
corpus es una garantía procesal específica prevista por
la Constitución para la protección del derecho funda-
mental a la libertad personal» (STC 154/1995, de 24
de octubre, FJ 4), el órgano judicial al que se impetre
dicha protección sólo podrá inadmitir la solicitud ponien-
do en conocimiento del peticionario la «precisa razón
legal de dicha denegación» [STC 154/1995, de 24 de
octubre, FJ 4, y asimismo las SSTC 66/1996, de 16
de abril, FJ 5 b), y 86/1996, de 21 de mayo, FJ 9].

Por otra parte, hemos rechazado que la inadmisión
liminar pueda fundarse en motivos que remiten al juicio
de fondo de la pretensión (entre otras, SSTC 232/1999,
de 13 de diciembre, FJ 4; 288/2000, de 27 de noviem-
bre, FJ 6; y 224/2002, de 25 de noviembre, FJ 5),
puesto que, junto con la puesta de manifiesto ante el
Juez de la persona privada de libertad, integran también
el contenido esencial de este proceso las alegaciones
y pruebas que aquélla pueda formular [STC 66/1996,
de 16 de abril, FJ 3 b)].

c) Finalmente, las dudas que el texto del art. 3 de
la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, reguladora
del procedimiento de hábeas corpus, pudiera suscitar
acerca de la legitimación del Abogado de la persona
privada de libertad para instar su iniciación, han sido
disipadas por este Tribunal.

Así, el ATC 55/1996, de 6 de marzo, FJ 2, no obs-
tante haber procedido a inadmitir un recurso de amparo
formulado contra un Auto denegatorio de la incoación
del procedimiento [al estimar que concurría el óbice esta-
blecido en el art. 50.1 c) LOTC], indicó que «no cabe ...
sostener falta de legitimación alguna del Letrado a cuyo
favor se otorgó la representación, ya que dicho Letrado
no solicitó por él mismo la incoación del procedimiento,
sino en su calidad de representante de los verdaderos
interesados cuya legitimación para solicitar la incoación
del meritado procedimiento queda fuera de toda duda»,
de tal suerte que «quienes instaron el hábeas corpus
fueron los propios interesados, plenamente legitimados,
y no su Abogado, que limitó su papel a asumir la repre-
sentación de aquéllos». Afirma dicha resolución, en rela-
ción con todo ello, que «resulta irrelevante que el art.
3 de la Ley Orgánica 6/1984 no prevea expresamente
que un Abogado inste el procedimiento, y que solamente
se refiera a la representación ’legal’ de menores e inca-
pacitados», y que «también es irrelevante que el art. 4
de la Ley disponga que no es preceptiva la intervención
de profesionales forenses».

Esta doctrina tuvo posteriormente continuidad en la
STC 224/1998, de 24 de noviembre, FJ 2, que rechazó
la inadmisión del procedimiento de hábeas corpus ins-
tado por un Abogado subrayando lo siguiente: «Pues
bien, hemos de considerar que la legitimación originaria
para instar el procedimiento de hábeas corpus, en cuanto
acción específica dirigida a proteger la libertad personal
de quien ha sido ilegalmente privado de ella reside, como
prescribe el mencionado art. 3, en su apartado a), en
la persona física privada de libertad, y si bien es cierto
que en el caso enjuiciado el privado de libertad, pro-

movente del amparo, no instó por sí mismo el mentado
procedimiento, no es menos cierto que actuó en su nom-
bre, tácitamente apoderado al efecto, el Letrado del turno
de oficio, que le asistía en su calidad de detenido, como
así lo puso de manifiesto en la comparecencia ante los
funcionarios policiales mediante la que instó el hábeas
corpus. Esta circunstancia conduce a entender que se
ha solicitado el procedimiento por quien, como el privado
de libertad, tiene legitimación para ello, si bien, instru-
mentalmente y dada su situación, lo efectuase en su
nombre el Letrado designado por el turno de oficio para
asistirle como detenido. Ha de añadirse que si el Juez
competente albergase alguna duda sobre la existencia
del oportuno mandato conferido a su Letrado por el dete-
nido debió, para disiparla, realizar las comprobaciones
oportunas y, como esencial, acordar la comparecencia
de la persona privada de libertad para oírla, entre otras,
acerca de tal circunstancia. Al no hacerlo así, la dene-
gación a limine litis de la sustanciación del procedimiento
de hábeas corpus, no se acomoda a la función que al
órgano judicial incumbe de guardián de la libertad per-
sonal, por lo que hemos de entender que el recurrente
ha observado el presupuesto procesal de agotar la vía
judicial previa, lo que determina la procedencia del exa-
men del fondo de su pretensión».

3. La aplicación al presente caso de la doctrina
expuesta conduce directamente al otorgamiento del
amparo. En efecto, la inadmisión liminar del procedimien-
to de hábeas corpus instado por el Letrado don José
Luis Martínez Hens, actuando en nombre y represen-
tación de don Hans Dynesen, entra en abierta contra-
dicción con la interpretación que de los requisitos sobre
legitimación hemos efectuado en el ATC 55/1996, de 6
de marzo, y en la STC 224/1998, de 24 de noviembre,
en aras de la efectividad del contenido esencial de esta
garantía procedimental especial dispuesta por el cons-
tituyente en aras de la preservación de la libertad per-
sonal. Tanto más cuanto que el mencionado Letrado
actuaba apoderado por su defendido, como así acreditó
mediante la aportación al Juzgado de la correspondiente
copia de escritura de poder general para pleitos. Si algu-
na duda albergaba el Juez acerca de la voluntad del
detenido en dependencias policiales de acudir al pro-
cedimiento de hábeas corpus, lo pertinente hubiera sido
requerir su comparecencia personal pues la inadmisión
a limine acordada representa un desfallecimiento del Juez
en la función que como «guardián de la libertad personal»
le atribuye nuestro texto constitucional (art. 17.1 y 4 CE).

4. El otorgamiento del amparo debe conllevar,
según indica el Ministerio Fiscal en su escrito de ale-
gaciones, la anulación del Auto del Juzgado de Primera
Instancia e Instrucción núm. 2 de Fuengirola de 14 de
mayo de 2002. Sin embargo, no procede la retroacción
de actuaciones al momento en que se materializó la
vulneración del derecho fundamental puesto que, al no
encontrarse ya el recurrente en situación de privación
de libertad, no se cumpliría el presupuesto necesario
para que el órgano judicial pudiera decidir acerca de
la admisión a trámite del procedimiento de hábeas cor-
pus, según hemos venido declarando desde la STC
31/1985, de 5 de marzo, FJ 4 (en idéntico sentido,
entre otras, SSTC 12/1994, de 17 de enero, FJ 7;
154/1995, de 24 de octubre, FJ 6, y 288/2000, de 27
de noviembre, FJ 8).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Hans Dynesen
y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho del
demandante a la libertad personal al ser rechazado a
limine el recurso de hábeas corpus interpuesto (art. 17.4
CE).

2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, anular
el Auto del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 2 de Fuengirola de 14 de mayo de 2002.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, a veinticuatro de marzo de dos mil tres.—To-
más S. vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

7863 Pleno. Sentencia 62/2003, de 27 de marzo
de 2003. Cuestiones de inconstitucionalidad
634/94, 635/94, 636/94, 637/94,
4089/94 y 4049/94 (acumuladas). Plantea-
das por la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias, respecto a los preceptos de la Ley
20/1991, de 7 de junio, de modificación de
los aspectos fiscales del régimen económico
fiscal de Canarias, que regulan el impuesto
general indirecto canario y un arbitrio.

Régimen económico y fiscal canario: STC
16/2003.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Presidente,
don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de
Hijas, don Guillermo Jiménez Sánchez, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, doña Elisa
Pérez Vera, don Eugeni Gay Montalvo y don Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En las cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas
núms. 634/94, 635/94, 636/94, 637/94, 4089/94
y 4090/94, promovidas por la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias, con sede en Las Palmas de Gran Canaria, con-
tra los arts. 2 y ss., y concordantes, 69 y ss., y con-
cordantes, y 90, de la Ley 20/1991, de 7 de junio,
de modificación de los aspectos fiscales del régimen
económico fiscal de Canarias, por presunta vulneración
de los arts. 9.3, 91, 150.2 y la disposición adicional
tercera de la Constitución española, en relación con los
arts. 45.1 y 61 del Estatuto de Autonomía de Canarias
y con los arts. 20, 21 y la disposición adicional cuarta
de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de

financiación de las Comunidades Autónomas. Han inter-
venido el Abogado del Estado, en la representación que
ostenta, y el Fiscal General del Estado. Ha sido Ponente
la Magistrada doña María Emilia Casas Baamonde, quien
expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 1 de marzo de 1994 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal un escrito de la Presidencia
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas
de Gran Canaria, al que se acompañaba, junto con el
testimonio del correspondiente procedimiento, el Auto
de la referida Sala del 22 de febrero anterior, en el que
se acordaba plantear una cuestión de inconstituciona-
lidad con relación a los arts. 2, siguientes y concordantes
(que configuran el impuesto general indirecto canario),
así como 69, siguientes y concordantes (que configuran
el arbitrio sobre la producción e importación en las Islas
Canarias), de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modi-
ficación de los aspectos fiscales del régimen económico
fiscal de Canarias, por posible vulneración de la dispo-
sición adicional tercera de la Constitución, en relación
con el art. 45.1 del Estatuto de Autonomía de Canarias
aprobado por la Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto
(en lo sucesivo, EACan) y con la disposición adicional
cuarta de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre,
de financiación de las Comunidades Autónomas (en ade-
lante, LOFCA).

Los antecedentes de hecho del planteamiento de la
presente cuestión son, en síntesis, los siguientes:

a) La Cámara Oficial de Comercio, Industria y Nave-
gación de Las Palmas interpuso ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Canarias recurso contencioso-administrativo (núm.
1247/92) contra la Orden de la Consejería de Economía
y Hacienda del Gobierno de Canarias de 30 de noviembre
de 1992 (BOCA núm. 170, de 11 de diciembre), por
la que se aprueba el modelo 400 de declaración censal
de comienzo, modificación o cese que han de presentar
las personas o entidades que realicen o vayan a realizar
actividades empresariales o profesionales, suplicando se
declarase su nulidad, previo planteamiento, en su caso,
de una cuestión de inconstitucionalidad contra la Ley
20/1991.

b) A la vista de lo interesado por la parte recurrente,
el 25 de enero de 1994 la Sala dictó providencia en
la que, con suspensión del término del plazo para dictar
sentencia, acordó oír a las partes y al Ministerio Fiscal,
por término de diez días, para que alegasen lo que esti-
maran oportuno sobre la pertinencia de promover cues-
tión de inconstitucionalidad respecto de la Ley 20/1991,
de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales
del régimen económico fiscal de Canarias.

Notificada dicha resolución, la Cámara Oficial de
Comercio, Industria y Navegación de Las Palmas cum-
plimentó el trámite suplicando se plantease cuestión de
inconstitucionalidad con fundamento, en esencia, en que
el impuesto general indirecto canario y el arbitrio sobre
la producción y la importación vulneran el régimen eco-
nómico y fiscal especial que habría venido disfrutando
Canarias desde finales del siglo XV por razones funda-
mentalmente geográficas —concretamente, las franqui-
cias arancelarias y sobre el consumo que garantizarían
la disposición adicional tercera de la Constitución y los
arts. 45.1 y 49 c) EACAN—, y además vulneran el sistema
de recursos tributarios de las Comunidades Autónomas


